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    INTRODUCCIÓN



    El segundo semestre de 2021 regresé al salón de clases luego de más de un año de virtualidad. La relación con los estudiantes era muy distante cuando estaba mediada por la pantalla de un computador, generalmente con cámaras y micrófonos apagados. En las clases presenciales volví a disfrutar de una interacción mucho más espontánea y participativa con los estudiantes. Pude, de nuevo, indagar acerca de sus percepciones sobre distintos temas.


    En una de las clases mencioné las “pescas milagrosas” de la década de los noventa y principios del 2000. Me sorprendió que solo una de las estudiantes sabía de qué se trataba. Luego me enteré de que su familia había sido víctima de dos secuestros. Indagué en otras dos clases. La respuesta fue la misma, no tenían ni idea de qué fueron las pescas milagrosas. Intuí que su edad, entre los dieciocho y los veintidós años, explicaba su desconocimiento de la ola de secuestros masivos. Cuando ocurrieron, los estudiantes eran muy niños o ni siquiera habían nacido. Al mismo tiempo, noté que entre los estudiantes era generalizado el sentimiento de indignación por los falsos positivos cometidos por las fuerzas militares durante el gobierno de Uribe. Era inconcebible para ellos que miembros del ejército nacional hubieran asesinado inocentes para hacerlos pasar por guerrilleros.


    No es un asunto puramente anecdótico que la mayoría de los estudiantes de una universidad privada en Medellín tengan muy presente el daño causado por los falsos positivos y sean casi inconscientes de que existieron pescas milagrosas. Es síntoma de los cambios en la agenda política ocurridos en las últimas décadas en el país.


    A principios del 2000 el debate político giraba en torno a la grave crisis de seguridad: las Farc habían logrado infligir graves derrotas en combates abiertos al ejército colombiano; el secuestro y la extorsión estaban disparados; el proceso de paz en el Caguán no avanzaba, a la vez que era evidente que las Farc se rearmaban para escalar la guerra; los paramilitares avanzaban en medio país mediante atroces masacres; los campos y selvas estaban llenos de coca, etc. El debate político, además, ocurría en el momento definitivo de implosión de los dos partidos tradicionales. Álvaro Uribe fue elegido presidente en 2002 por abrumadora mayoría. Aunque de origen liberal, Uribe se presentó por Primero Colombia, un partido de fachada. No importó. Su éxito en las encuestas y en las urnas le permitió aglutinar a la mayor parte de la clase política de los partidos tradicionales, ahora alineada en un sinnúmero de partidos y movimientos, para implementar su agenda de gobierno. Con esta coalición Uribe pudo articular suficiente capital político para reelegirse en 2006 e, incluso, tantear la posibilidad de una nueva elección en 2010.


    Pero ya en ese año la discusión era menos acerca de seguridad —las Farc habían sido replegadas hacia sus zonas de retaguardia y los paramilitares desmovilizados—, y más sobre el riesgo de la concentración de poder por la reelección y los escándalos por vínculos de la clase política con el paramilitarismo, así como las violaciones a los derechos humanos por el Estado, entre ellas los falsos positivos. En 2012 la agenda política se volcó hacia el proceso de paz entre el gobierno de Santos y las Farc. En 2016 se firmó el acuerdo y, con las Farc por fuera de la guerra, la competencia por las narrativas del conflicto como un medio para deslegitimar a los rivales políticos adquirió un papel protagónico.


    Uribe, en principio, obtuvo una enorme victoria cuando ganó el referendo en contra de los términos del acuerdo de La Habana y llevó a Iván Duque a la presidencia. No obstante, el trabajo de la oposición política, el desgaste natural de su protagonismo durante dos décadas y la mediocre percepción de la gestión de Duque lo llevaron a una situación de irrelevancia en las elecciones de 2022. Él mismo habló de hacerse a un costado para no estorbar.1 La derrota electoral no fue solo de Uribe y la derecha. La gran perdedora fue la clase política del establecimiento, incapaz de ofrecer un candidato lo suficientemente sólido para competir con las propuestas populistas de Gustavo Petro y Rodolfo Hernández. La gente quería cambio, y el cambio empezaba por cambiarlos a ellos en la presidencia.


    ¿Qué tipo de cambio quería la gente exactamente? Había muchos reclamos de justicia social. El paro de abril de 2021 expuso la indignación ante la situación de pobreza que dejó la pandemia. La desigualdad se convirtió en un motivo central del debate político. La gente quería más del Estado: más educación, salud, infraestructura, bienestar, etc. También había temas muy propios de la nueva agenda global como la ampliación de los derechos, las reivindicaciones de géneros, identidades, colectivos y minorías, la crisis medioambiental, entre otros. En el fondo eran peticiones muy generales que resumían un sentimiento colectivo definitivo en las elecciones: el ansia de cambio era, ante todo, un cambio de quienes dirigían el país. El problema era, en sí, el establecimiento político. Durante las jornadas del paro de abril y mayo de 2021 quedó patente que el país que ellos interpretaban había cambiado por completo y, luego, no hicieron ningún intento serio por asumir sus responsabilidades y proponer algo diferente. La clase política continuó actuando igual que siempre, con el mismo discurso y la misma corrupción, a la vez que la sociedad sentía mayor indignación.


    En las urnas el castigo fue implacable. Un populista de izquierda, férreo opositor a Uribe y crítico del establecimiento político ganó la elección presidencial. La llegada de Petro al poder marcó el fin de una era en que la influencia de Uribe y su interacción con la clase política, mediante alianzas y confrontaciones, decidieron la mayor parte del ejercicio del poder en Colombia. El país que asoma va a ser muy distinto. En lo político, en lo económico, en la situación social, en la dinámica de la violencia y el narcotráfico se avizoran cambios sustanciales. Por supuesto, no sabemos qué va a ocurrir, es parte del futuro. Pero es posible analizar la situación actual en varios temas trascendentales para el futuro inmediato de Colombia que son el punto de partida del país que asoma.


    Este libro es un análisis, a manera de una larga columna de opinión, del proceso de transición de una era de la política colombiana que arrancó con Uribe en 2002 y que terminó con la elección de Gustavo Petro en 2022. La nueva era de la política colombiana arranca con el surgimiento de una alternativa populista que se impuso en las elecciones, no solo contra el establecimiento político, sino contra los proyectos moderados de cambio político. Supone enormes tensiones políticas entre el populismo y la democracia, las políticas contra la pobreza y la desigualdad y el tratamiento a la violencia luego del acuerdo de paz con las Farc. El debate político está cargado de profundos contenidos ideológicos y de diversas interpretaciones del país. No es algo tan simple como arreglos entre élites de diferentes facciones para repartirse el poder, y las prerrogativas y recursos que se desprenden del ejercicio del poder. Eso sin duda va a existir. Pero lo interesante es que detrás de las fuerzas políticas existen diversos proyectos que señalan trayectorias muy distintas del futuro de Colombia.


     


     


    ¿De qué fuerzas políticas hablo? Las fuerzas políticas en Colombia se han caracterizado en las últimas dos décadas por su fragmentación en facciones:2 uribistas, santistas, vargaslleristas, charistas, etc.; incluso, la lucha entre facciones ha marcado la historia de las fuerzas de izquierda. Más recientemente, la coalición Centro Esperanza nos dio una lección de fragmentación de la política entre quienes se suponía estaban más preparados para llegar a consensos programáticos. Si bien cada uno de estos bandos representa una fuerza política en sí, con distintas posturas, mi interés está no solo en las divisiones ideológicas, sino también en sus formas de hacer la política y en cómo conciben las instituciones de la democracia. Por eso, propongo que a lo largo de las dos últimas décadas la política colombiana ha girado alrededor de tres fuerzas muy distintas entre sí, por sus concepciones ideológicas y métodos de hacer política: la clase política profesional, los proyectos liberales de izquierda y los proyectos populistas.3


    Por clase política profesional,4 me refiero a individuos especializados en la competencia electoral que acceden a cargos públicos respetando el sistema de pesos y contrapesos del Estado y que, desde allí, llegan a acuerdos para tomar las decisiones que afectan la organización y el funcionamiento de la sociedad. Son profesionales porque viven de hacer política. Ganar y perder elecciones es parte de su rutina. Disponen de maquinaria y logística para obtener votos y no es extraño que apelen al clientelismo y la corrupción. Con todos sus defectos, la clase política, compuesta por políticos profesionales de todas las vertientes ideológicas y partidistas, es la base del sistema democrático. Sus funciones de representación política permiten que las sociedades lleguen a acuerdos y se tomen decisiones que consideran los más diversos intereses bajo la premisa del respeto al Estado de derecho. Para algunos políticos profesionales, sobre todo para quienes aspiran a ocupar altos cargos del Estado, es importante respaldarse en una clase tecnocrática que diseña y evalúa las propuestas, los planes de gobierno y las ejecuciones de los políticos profesionales. Los tecnócratas legitiman las propuestas de gobierno de los políticos profesionales con un respaldo científico que, a la larga, se ajusta a determinadas tendencias ideológicas. Es decir, hay tecnócratas de derecha, de centro, de izquierda, etc. Básicamente, su objeto es demostrar por qué las soluciones de política pública de determinada ideología son sobresalientes y cuáles son las mejores soluciones dentro de esa ideología.


    Hasta las elecciones de 2018 Uribe era capaz de aglutinar la mayor parte de la clase política para postular candidatos y construir coaliciones de gobierno. Actualmente ha perdido esa capacidad y la clase política se ha dispersado en otras asociaciones. La más importante en la pasada elección fue la de Equipo por Colombia que recogía la centro derecha liderada por Federico Gutiérrez, Alejandro Char, Enrique Peñalosa, David Barguil, Dilian Francisca Toro y Juan Carlos Echeverry, entre otros. Era una mezcla de miembros de la clase política tradicional, mandatarios de grandes ciudades que habían hecho un esfuerzo por modernizar la gestión pública —con sus éxitos y fracasos— y tecnócratas conservadores. La coalición, sin embargo, no logró asegurar su paso a la segunda vuelta de la elección presidencial, un contundente aviso del desprestigio de la clase política.


    Es importante apuntar que la primacía de Uribe y de la clase política de centro derecha y derecha durante las dos últimas décadas no implica que la clase política en Colombia esté conformada por un solo lado del espectro ideológico. Existen políticos profesionales de todas las vertientes ideológicas. El partido Liberal, el Verde, el Polo Democrático, y muchas otras organizaciones de centro y de izquierda, cuentan con maquinarias políticas, redes clientelistas y votos cautivos. Varios escándalos y reportes de prensa así lo demuestran. Insisto, al hablar de clase política, me refiero a un método de hacer política, no a ideologías en particular.


    Por proyectos liberales de izquierda me refiero a una serie de movimientos e individualidades que han propuesto una alternativa a la clase política que ha dirigido el país en las últimas décadas. Esta alternativa ha estado compuesta por un sector defensor de los principios de la democracia liberal y otro de la izquierda que, aunque antiuribista y antiestablecimiento, ha sido contrario a rupturas extremas en la estructura del Estado y la sociedad. Los miembros del proyecto y sus orígenes son diversos. Algunos provienen de la academia, como Antanas Mockus y Sergio Fajardo; otros, de los partidos tradicionales, como Humberto de la Calle y los hermanos Galán; otros, de partidos y movimientos sociales de izquierda como Jorge Robledo y Carlos Amaya. El proyecto liberal de izquierda propone reformas graduales en temas como la ampliación de los derechos ciudadanos, la redistribución de la riqueza, la inclusión social, y también la ampliación del papel del Estado como regulador y corrector de las injusticias del mercado. Se diferencia de sectores más a la izquierda porque se apega a las instituciones liberales de la democracia. No cuestiona la existencia de la democracia liberal en Colombia; al contrario, la asume. Defiende la actual Constitución como la máxima referencia para el funcionamiento del Estado, desde la forma como se eligen los distintos cargos públicos, sea por elección popular u otras modalidades de nombramiento, hasta la forma como se gobierna bajo un sistema de pesos y contrapesos, libertades individuales y respeto al Estado de derecho, es decir, los principios liberales de la democracia.


    Una de las grandes diferencias con la clase política profesional es la escasa utilización de maquinarias electorales, a la que permanentemente descalifican por corrupta y clientelista. Tanta descalificación ha dado para que se interpele a los líderes liberales de izquierda como poseedores de un sentimiento de superioridad moral. Pero eso no es todo; además de proyectar un sentimiento de superioridad moral, proyectan un sentimiento de superioridad intelectual por las cualificaciones académicas de los líderes del proyecto y su círculo asesor. Varios de ellos poseen doctorados de universidades prestigiosas y gozan de reconocimiento académico. Es común encontrar a miembros de la tecnocracia nacional apoyando sus proyectos, e incluso liderándolos, como Alejandro Gaviria. En otras palabras, durante la pasada elección no solo reclamaban ser los más honestos, sino los más capacitados.


    El primer indicio serio de que este proyecto alternativo de izquierda liberal tenía alcance para ganar una elección presidencial fue en 2010, cuando Mockus punteó en las encuestas presidenciales sobre el candidato de Uribe, Juan Manuel Santos. Era un momento en que la popularidad de Uribe estaba disparada y parecía que no había rival posible. Desafortunadamente para sus seguidores, Mockus cometió una serie de errores que llevaron a su derrota frente a Santos. No obstante, su liderazgo impulsó la proyección de candidatos alternativos a las siguientes elecciones. En 2018 Fajardo estuvo cerca de pasar a la segunda vuelta, lo que probablemente hubiera significado ganar la presidencia. Los números en las encuestas mostraban que si hubiera sido el rival de Duque sus probabilidades de ganar eran altísimas. Por eso, la decepción ha sido grande en las pasadas elecciones, pues como líder de una coalición de políticos de Centro obtuvo menos del 5 % de los votos. Por comodidad, en adelante me referiré al proyecto liberal de izquierda como proyecto de centro, tal como se llamaron a sí mismos durante la última campaña.


    Por proyectos populistas me refiero a las iniciativas de líderes políticos que: i) pretenden ser la encarnación ideal de un pueblo, en el sentido de representar sus verdaderos intereses, necesidades y sentimientos, en contraposición a los intereses de una élite antagónica al pueblo y ii) justifican la concentración de poder y el quiebre de las instituciones democráticas en la falta de legitimidad y la corrupción de sus contrincantes políticos, por representar intereses de las élites, contrarios a los del verdadero pueblo.5 Por supuesto, existen grandes diferencias de grado en los proyectos populistas. Mientras algunos líderes populistas logran solo objetivos parciales como Trump —quien afectó con sus discursos y decisiones de gobierno los sistemas de peso y contrapeso de Estados Unidos—, otros alcanzan a eliminar el Congreso, atornillarse indefinidamente al poder y convertirse en auténticos dictadores como Maduro en Venezuela o Daniel Ortega en Nicaragua.


    Pese a una historia de pocas dictaduras durante el siglo XX, Colombia no dejó de tener varias intenciones populistas durante ese período. El caso del caudillo liberal Jorge Eliécer Gaitán, el de Laureano Gómez con su proyecto de corporativismo católico para Colombia, y la corta dictadura militar de Rojas Pinilla y su posterior candidatura en 1970, que fracasó por el robo de las elecciones (Henderson, 1984), son prueba de que, aunque no pudieron consolidarse en el poder durante un largo período, existieron intentos populistas de consideración (Giraldo, 2018). Luego, hubo que esperar varias décadas para otro intento. Desde su primer gobierno, Uribe lideró una iniciativa populista que condujo a la implantación de la reelección en 2006. Bajo el argumento del “Estado de opinión”, en clara alegoría de representar las voluntades de la gran mayoría de colombianos en la lucha contra el terrorismo, se pretendía abrir la puerta a cambios institucionales que rompían la alternancia democrática. El intento de una segunda reelección de Uribe terminó con el rechazo de la Corte Constitucional. Una vez fuera del poder, las posibilidades del proyecto populista de Uribe se redujeron drásticamente. No obstante, el ambiente político quedó profundamente resquebrajado entre uribistas y antiuribistas. Una tercera parte del país estaba con él, una tercera parte en contra de él, y la otra tercera parte se consideraba de centro (Cyr y Meléndez 2017). De por sí, la polarización no es un problema para las instituciones democráticas; lo grave es cuando se llega al extremo de rechazar la legitimidad de los competidores políticos.


    En un momento dado, cuando la imagen de Uribe sufrió el desgaste natural de dos décadas al frente de la política colombiana, la polarización se situó en un plano distinto a la dicotomía uribista versus antiuribista. Gustavo Petro surgió como un líder con una agenda de gobierno propia marcada por un discurso populista, más allá de la oposición a Uribe. Desde 2018, luego de perder con Duque en la segunda vuelta de las elecciones presidenciales, se catapultó como el gran opositor a la clase política tradicional. Sobre la base de un pueblo formado por trabajadores y pobres, pero también de nuevas identidades y de movimientos de género y ambientales, Petro ha propuesto un nuevo modelo de gobierno en que el papel del Estado en la economía y en la sociedad va a incrementarse. Lo sorprendente fue que no solo Petro emergió como contrapropuesta populista. Rodolfo Hernández, sin mayor experiencia en la política nacional y sin grandes recursos, construyó un discurso del pueblo trabajador según el cual la corrupción de la clase política ha robado sus oportunidades de realización y de mejora de sus condiciones de vida. Aunque la propuesta de Petro ampliaba la concepción de los villanos del pueblo a la élite económica, desde latifundistas hasta banqueros, ambos proyectos representaban una cuenta de cobro a la clase política y una aspiración de cambio. Supieron interpretar bien el momento del electorado que castigó a los candidatos asociados a la política tradicional por no ofrecer alternativas distintas de gobierno. Ambos llegaron a la segunda vuelta.


     


     


    Con mi editor hemos pensado que este libro, a manera de un ensayo de coyuntura política, fluya como una extensa columna de opinión. De hecho, muchas partes son actualizaciones de columnas que fueron escritas mientras los hechos políticos ocurrían. Ha sido un ejercicio muy interesante recordar la visión que en su momento se tenía de ciertos acontecimientos y contrastarlos con sus trayectorias posteriores.


    El libro consta de cinco partes. En la primera describo y discuto la evolución política del país durante la era de la primacía de Uribe, desde su intento populista hasta la erosión de su influencia electoral con el gobierno de Duque. Durante este período ocurrieron transformaciones importantes: se pacificó el país mediante el liderazgo en la guerra de Uribe y los procesos de paz con las Farc y las AUC, hubo una ruptura institucional con la introducción de la reelección y emergió un poderoso sector capitalista fundado en las relaciones entre empresarios, contratistas y políticos. El final de esta era fue también el momento en que el malestar de la sociedad no fue interpretado por el establecimiento político y dio lugar a alternativas de cambio en la dirección del país.


    En la segunda analizo la campaña presidencial de 2022. Me centro en la construcción del proyecto político de Petro sobre la base de un discurso populista y la forma como logra superar el umbral de votos de la izquierda al extender alianzas con un sector del establecimiento político. También analizo el fracaso del uribismo, la clase política y la coalición de centro para ofrecer una alternativa electoral al populismo de Petro y de Rodolfo Hernández. En últimas, los anhelos de cambio solo pudieron ser representados por fuerzas disruptivas.


    En las siguientes tres partes abordo las posiciones de las distintas fuerzas políticas sobre tres temas que van a generar enormes tensiones en la trayectoria que va a tomar el país que asoma. El primer tema es la tensión entre la democracia y el populismo, en que algunas facciones promueven rupturas institucionales y, de paso, el recorte de los derechos políticos de los contrincantes. Aunque con bastantes fallas, como la violencia contra líderes sociales, la democracia colombiana ofrece un amplio margen de oportunidades para que las distintas fuerzas políticas puedan aspirar a cargos de elección popular y a participar en distintos niveles de gobierno. La gran ironía es que la fuerza política que más denuncia que en Colombia no hay democracia, como lo reiteró Petro en los debates de los precandidatos presidenciales,6 es la misma que aboga por grandes cambios institucionales que eventualmente podrían desconocer los principios liberales de la democracia. Es más, Petro dijo en un debate presidencial que, si el Congreso no aprueba las reformas que proponga su gobierno, apelaría al pueblo para adelantarlas. Se trata de la idea de que los intereses verdaderos del pueblo están por encima de las instituciones. Igual sucedió con Uribe en su momento con la idea del “Estado de opinión”.


    El segundo tema es la tensión entre la pobreza y la desigualdad. Al margen de las diversas concepciones sobre modelos económicos, existe el consenso en todo el espectro político de que la reducción de la pobreza es un compromiso moral del país. Un compromiso de esa misma magnitud no existe acerca de la desigualdad. El manejo del Estado por el establecimiento político ha considerado la pobreza y ha dejado a un lado la desigualdad. Igual ha ocurrido con la tecnocracia que ha estado a cargo del manejo de las principales agencias de conducción de lo macroeconómico —Banco de la República, Ministerio de Hacienda, DNP—. Los resultados así lo demuestran. Las tasas de pobreza multidimensional han bajado del 60.5 % en 1997 al 17.5 % en 2019,7 justo antes del COVID. Mientras tanto, los coeficientes de desigualdad han permanecido en niveles similares. Haber subestimado la indignación moral que genera la desigualdad se tradujo en que candidatos que proponían un discurso disruptivo con el manejo económico del establecimiento obtuvieran una importante ventaja en la presentación de sus narrativas de campaña.


    Finalmente, el tercer tema es acerca del debate sobre si la situación de seguridad que atraviesa el país, luego de la firma de los acuerdos, es la continuación del conflicto anterior o una situación de violencia propia del postconflicto. Es un hecho que en Colombia abundan en muchas regiones organizaciones armadas irregulares que ejercen control del territorio y de la población de manera sostenida, mientras explotan y organizan economías criminales como los cultivos de coca, el narcotráfico y la minería ilegal. Sin embargo, hay tantos atributos que hacen diferentes a estas organizaciones de los ejércitos irregulares del pasado, en particular a las Farc y a las AUC, que es muy arbitrario decir que estamos en la misma situación de la década del 2000. Además de hacer un análisis de la naturaleza de los desafíos de seguridad que la nueva situación de violencia plantea al Estado, propongo una discusión acerca de cómo las fuerzas políticas han interpretado el conflicto y cómo han utilizado esta interpretación para proyectar su discurso.


    
      
        1 En sus propias palabras: “Mucho hace el que no hace estorbo”. Ver: El Tiempo, 15 de marzo de 2022. Disponible en: www.eltiempo.com.

      


      
        2 Al respecto, ver el trabajo de Pizarro (2002), que ya detectaba la disolución en facciones de los partidos tradicionales.

      


      
        3 Una cuarta categoría podría ser la de los movimientos cristianos. Pero, si bien tienen fuerza suficiente para asegurarse posiciones en el Congreso, no está dentro de sus alcances la elección de un presidente de sus filas.

      


      
        4 Esta definición es básicamente una derivación del concepto de Mosca (1984) limitada a una formulación específica, la de la democracia liberal.

      


      
        5 Esta definición está basada en los trabajos de Mudde y Rovira (2018) y de Carrión (2022).

      


      
        6 Ver: Conversaciones de país: Pacto Histórico - Elecciones Colombia 2022, minuto 45:25, en: www.youtube.com

      


      
        7 Ver: Santamaría, Mauricio. (2 de febrero de 2022). La pobreza multidimensional en Colombia. La República. www.larepublica.co.

      

    

  


  
    LA TRANSICIÓN A UNA NUEVA COYUNTURA



    El 26 de mayo de 2002 Uribe ganó las elecciones presidenciales. El triunfo de Uribe tuvo muchas implicaciones por la forma como ganó, por la implosión del sistema bipartidista colombiano, por el compromiso de acabar militarmente con las guerrillas e imponer algo parecido a un monopolio de la fuerza por el Estado. A largo plazo, su éxito en la guerra contra las insurgencias marcaría la evolución de la política en Colombia, de su primacía como el eje de la política nacional al agotamiento de su liderazgo y relevo en el poder por un proyecto diametralmente opuesto a su ideología.


    LA LLEGADA DE URIBE AL PODER



    Uribe fue el primer candidato en ganar las elecciones presidenciales en primera vuelta al obtener el 54.35 % de la votación. Existía un respaldo mayoritario de la sociedad a su propuesta de derrotar militarmente a las Farc y avanzar en la consolidación del monopolio de la fuerza por parte del Estado. La indignación de los colombianos con las guerrillas era superlativa. El proceso de paz en el Caguán había ilusionado a la sociedad con que la guerra iba a terminar antes de 2002. La desilusión fue máxima cuando las Farc no mostraron mayor voluntad de llegar a algún acuerdo; ni siquiera hubo avances en la formulación de una agenda de negociación; a duras penas se llegó a acuerdos mínimos en temas humanitarios.8 Se habían gastado más de tres años en una zona de despeje de un tamaño superior al de Suiza sin ningún logro significativo en el desarrollo de las negociaciones. Las Farc estaban convencidas de una victoria revolucionaria y aprovecharon el despeje para reacomodarse militarmente.


    Al mismo tiempo, las Farc continuaban con su repertorio de secuestros indiscriminados, atentados contra la población civil, el uso de cilindros bombas en las tomas guerrilleras, entre otras violaciones a los derechos humanos. En febrero de 2002, luego del secuestro de un senador en pleno vuelo de un avión que fue obligado a aterrizar en una autopista en el sur del país, el presidente Andrés Pastrana acabó unilateralmente el proceso y retomó la zona de distensión. Ya para entonces la sociedad colombiana, hastiada de la renuencia de las Farc a comprometerse a avanzar en el proceso de paz, comenzaba a respaldar una respuesta militar a tope contra las guerrillas. Uribe, en ese sentido, supo interpretar lo que en ese momento el país quería y supo convertirlo en un respaldo masivo en las urnas que luego, a medida que se sucedían los avances militares del Estado en el territorio, se convertiría en un respaldo masivo en la dirección del país.


    El arrasador triunfo de Uribe en la elección de 2002 se dio por fuera del respaldo de los partidos tradicionales. Desde la década de los noventa el sistema bipartidista experimentaba un proceso de atomización de sus fuerzas provocado por el impulso de microempresas electorales que debilitaban el poder de los grandes jefes naturales del liberalismo y el conservatismo (Pizarro, 2002). Era notorio cómo presidentes como Samper y Pastrana tenían que hacer enormes esfuerzos a través de nombramientos y componendas para mantener aglutinada una coalición de fuerzas políticas que, cada vez más, pasaban por alto la disciplina partidista. Cuando Uribe llegó a la presidencia lo hizo como cabeza del partido Primero Colombia, una agrupación política prácticamente desconocida, pero que resolvía los problemas de trámite para inscribirse como candidato en las elecciones. Tuvo que escoger un partido de fachada porque el candidato del partido Liberal, al cual había pertenecido Uribe durante toda su carrera política, era Horacio Serpa, quien en las fases iniciales se mostraba como el gran favorito en las encuestas, pero ya cerca de la primera vuelta las encuestas dieron un vuelco definitivo a favor de Uribe. Su discurso a favor de una salida negociada al conflicto era demasiado impopular, dadas las circunstancias del Caguán. La clase política, que entonces apoyaba masivamente a Serpa, abandonó la nave y apostó por la popularidad de Uribe. No solo el grueso del partido Liberal se adhirió; muchas facciones del partido Conservador, así como los pequeños partidos que iban apareciendo por las oportunidades que ofrecía la Constitución de 1991, se sumaron a la campaña uribista. La implosión de los partidos tradicionales había alcanzado el punto de no retorno. En adelante, el respaldo político para gobernar no dependería de un gran partido tradicional, sino de la suma de las diferentes colectividades políticas que se iban creando en las coyunturas de elecciones y de gobiernos.


    La voluntad de Uribe de derrotar a las Farc se encontró con un proceso de transformación en el interior de las fuerzas armadas. Los triunfos de las Farc en la guerra de movimientos, en una seguidilla de enfrentamientos entre 1996 y 1998, provocaron una reacción dentro de las fuerzas armadas. Durante el gobierno de Pastrana, los mandos del ejército, la marina y la aviación organizaron varias reuniones en Paipa, Boyacá, donde acordaron una serie de cambios doctrinales y operativos que supusieron un choque al avance militar de las Farc (Ospina, 2014). Al mismo tiempo, el Plan Colombia, implementado por Pastrana, supuso un gran avance en la capacidad aérea del Estado para afrontar la guerra contrainsurgente. Con las nuevas formas de operar y el respaldo aéreo, las Farc ya no estaban en condiciones de establecer combates de larga duración y de concentrar tropas en los enfrentamientos contra la fuerza del Estado. Se vieron obligadas a volver a las tácticas de guerra de guerrillas y a explotar el secuestro y las rentas de los cultivos de coca, y a expandirse mediante la filtración de milicianos en municipios pequeños y periféricos.


    En suma, cuando Uribe llegó a la presidencia en 2002, disponía de amplias mayorías políticas para gobernar, del respaldo del grueso de la opinión pública y de los medios militares para adelantar su política de recuperación del monopolio de la fuerza pública a lo largo del territorio. El éxito en esta tarea le permitiría acumular el capital político suficiente para convertirse en el referente de la política colombiana durante las siguientes dos décadas. En ese período, fue un factor definitivo en las principales elecciones del país: construyó dos partidos políticos que obtuvieron el mayor número de curules en el Senado; fue capaz de elegir a dos presidentes; fueron innumerables los políticos profesionales que buscaron su respaldo para sus aspiraciones y, pese a no disponer de los recursos del Estado, ganó el referendo en contra de lo acordado en el proceso de paz con las Farc en La Habana.


    LA CONSTRUCCIÓN DE URIBE COMO EL CENTRO DE LA POLÍTICA COLOMBIANA



    La popularidad con que Uribe llegó a la presidencia se acrecentó por los rápidos resultados que dio en materia de seguridad. Conocía muy bien la guerra. La había padecido con el asesinato de su padre por las guerrillas y en su paso por la Gobernación de Antioquia. Las guerrillas le habían hecho al menos dos atentados. Uno de ellos en Barranquilla cuando hacía campaña presidencial en abril de 2002. Un bus que se atravesó por azar recibió la onda explosiva, lo que impidió que el carro en que se movilizaba fuera destruido.


    La guerra contra las Farc se libró en dos esferas que definían los resultados en el mapa general del conflicto. Un primer plano era el despliegue estratégico de las fuerzas armadas para neutralizar la capacidad militar de las insurgencias y demás grupos armados irregulares. El objetivo era que el Estado alcanzara suficiente superioridad militar y copamiento del terreno para causar la derrota estratégica de la insurgencia. ¿Qué era una derrota estratégica? Básicamente, que las Farc sufrieran un grado de neutralización tal de sus medios de guerra que se vieran obligadas a renunciar a sus objetivos políticos como insurgencia: hacer la revolución o, si no era posible, plantear la construcción de un Estado alterno en la región suroriental de Colombia (Aguilera, 2013). La derrota estratégica debía llevar a la guerrilla a emprender un proceso de paz, a su extinción o, simplemente, a subsistir  sin capacidad de plantear un desafío significativo de seguridad.


    En los gobiernos de Uribe se incrementó significativamente el gasto en defensa. De 3530 millones de euros en 2002, se pasó a 7880 millones en 2010.9 La aviación y la capacidad ofensiva de las fuerzas de tarea conjunta, grupos operativos especiales que reunían al ejército, la fuerza aérea y la marina bajo un solo mando, fueron fortalecidos con los nuevos recursos. Pronto los resultados se vieron. Las Farc fueron expulsadas de Cundinamarca, los Montes de María, la autopista Bogotá-Medellín, entre otras zonas cruciales para la movilización y la producción económica del país. Los avances tuvieron una repercusión inmediata en una fuerte caída en los indicadores de secuestro, en especial las pescas milagrosas, por las dificultades que ahora tenían las guerrillas para hacer retenes en las vías que conectaban a las grandes ciudades. Que la gente pudiera volver a desplazarse con tranquilidad entre ciudades y municipios fue un factor importante en el incremento a corto plazo de la popularidad de Uribe, al igual que lo fueron la reducción de las cifras de homicidios y masacres, entre otros indicadores de derechos humanos.


    A largo plazo, la iniciativa militar del Estado llevó la guerra a las propias zonas de retaguardia estratégica de las Farc, que en la práctica fue la única guerrilla con capacidad de escalar la guerra insurgente a combates de movimientos en que centenares de tropas de cada bando se enfrentaban en el campo de batalla durante contactos prolongados. El asedio permanente a las guerrillas transformó el equilibrio de la confrontación. Las guerrillas tuvieron que recurrir a estrategias de francotiradores, minado y dispersión de la tropa para poder sobrevivir a la ofensiva del Estado. Poco a poco, el asedio fue dando resultados; comenzaron a caer mandos importantes como Martín Caballero, del Bloque Caribe, y el “Negro” Acacio, uno de los principales narcotraficantes de las Farc. En 2008, en una operación bastante polémica porque ocurrió en territorio ecuatoriano, fue dado de baja Raúl Reyes. Sería el primer miembro del secretariado en ser eliminado. Pronto un desertor de las Farc entregó el cadáver de otro miembro del Secretariado, Iván Ríos, a quien había asesinado para desertar y cobrar la recompensa, y Manuel Marulanda, el máximo comandante de las Farc, murió por causas naturales. Hubo un sentimiento de que la derrota militar de las Farc estaba cerca.


    El otro plano de la guerra era el control cotidiano de la población; un asunto que no dependía estrictamente de la capacidad militar de las organizaciones armadas irregulares, sino de su capacidad de establecer algo cercano a un monopolio de la vigilancia, la tributación y la justicia en una vereda, un municipio o una región. Se trata del control cotidiano de la población a través de milicias que neutralizan a aquellos civiles colaboradores del enemigo. La violencia contra civiles para eliminar a los informantes y colaboradores del enemigo es una práctica reiterativa en las guerras civiles (Kalyvas, 2006). Muchos atentados cometidos por las Farc y el ELN contra estaciones de policía y sedes gubernamentales no pretendían demostrar una capacidad militar superior, sino expulsar a la policía del casco urbano y atemorizar a la comunidad para que rechazara a la fuerza pública y solo colaborara con la guerrilla. En ese mismo orden de ideas, la violencia desde el lado de los paramilitares tenía objetivos similares de controlar territorios exigiendo la colaboración de la población. De hecho, una de las razones para que se toleraran tanto las acciones de los grupos paramilitares por parte de las fuerzas militares era la restricción operativa que tenían para neutralizar la colaboración de la población civil con la guerrillas. El aparato coercitivo del Estado tenía mayor vigilancia por parte de los organismos de control y de cumplimiento de los derechos humanos. Los paramilitares, en cambio, podían ser brutales contra la población civil que colaboraba con la insurgencia.


    Uribe ejerció un liderazgo decidido en este plano de la guerra. Incrementó la presencia de la policía a lo largo del territorio nacional con el respaldo militar de las fuerzas armadas para evitar que la insurgencia copara los puestos de policías en municipios periféricos. Su política de seguridad tenía como centro de gravedad el establecimiento de un monopolio de la fuerza en la mayor cantidad del territorio poblado para proteger a la población.10 Tenía, además, una capacidad enorme de interlocución con políticos, funcionarios y gentes de las regiones, quienes constantemente le informaban de sus problemas puntuales de seguridad. Eso lo aprovechó para presionar a las fuerzas armadas a fin de obtener resultados operativos contra la insurgencia. Conocí relatos de funcionarios públicos y oficiales del ejército acerca de cómo Uribe se saltaba toda la cadena de mando cuando, al recibir información de que en determinado lugar la guerrilla estaba extorsionando, traficando drogas o sometiendo a la población, él mismo llamaba al teniente o capitán a cargo de la zona para decirle que su deber como militar era neutralizar esa amenaza.


    Si bien los saltos en la cadena de mando para gestionar una amenaza puntual son circunstancias puramente anecdóticas, reflejan la importancia que tenía para Uribe el control territorial por parte de la fuerza pública. Su liderazgo se vio plasmado en una recuperación masiva de muchos territorios y poblaciones que antes eran controlados por tropas o milicianos de las guerrillas. La desmovilización de las AUC —Autodefensas Unidas de Colombia— a mediados del 2000 también contribuyó a aliviar la situación de seguridad de muchos municipios y ciudades intermedias donde sus habitantes vivían en una situación de constante incertidumbre por las extorsiones, amenazas y violencia de los grupos paramilitares. El fin de la zozobra de vivir bajo el control de guerrillas o de paramilitares le dio un gran impulso a la imagen pública de Uribe.


    En paralelo a las iniciativas en materia de seguridad, Uribe tenía una agenda muy clara para asegurar y expandir su capital político. En las regiones realizó un profundo trabajo a través de los consejos comunitarios, en que establecía una relación directa con los líderes regionales sin pasar por la mediación de la clase política. El incremento de los recursos para programas de subsidio y alivio a la pobreza fue otra estrategia para elevar su popularidad. A medida que crecía su capital político, aumentaba el respaldo de la clase política de los más diversos partidos que se aglutinaban en una bancada de gobierno que era arrolladora en el Congreso. Sus niveles de aceptación y popularidad en su momento fueron los más altos de la política colombiana luego de la Constitución de 1991.


    Al menos desde 2004 comenzaron los rumores sobre la intención de Uribe de cambiar la Constitución para habilitar la reelección presidencial y muy pronto el tema fue materia de debate en la opinión pública. La ambigüedad de las respuestas de Uribe en torno a la pregunta de si iba a buscar su reelección amplió las dudas.


    Efectivamente, en mayo de 2005 el Congreso aprobó la reelección y en octubre de ese mismo año la Corte le dio vía libre en la Constitución. Entre los argumentos que utilizaron los seguidores de Uribe para justificar su reelección estaban la necesidad de un nuevo período para derrotar definitivamente a las Farc (la “culebra está viva”, decía el propio Uribe en sus discursos) y la conveniencia de que los buenos gobiernos tuvieran la oportunidad de continuar si la ciudadanía los apoyaba en las urnas. Para respaldar su candidatura, Uribe creó el Partido de la U, conformado por antiguos miembros de los partidos Liberal y Conservador. No tuvo problemas en las elecciones y volvió a barrer en la primera vuelta.


    TANTO PODER PASA FACTURA



    El capital político y la popularidad de Uribe se acumulaban al mismo tiempo que ocurrían muchos cambios en la política colombiana. A medida que ocurrían estos cambios Uribe parecía proyectarse hacia la posibilidad de un tercer período en la presidencia. Pero no todo era color de rosa; varias situaciones comprometedoras comenzaron a pasar factura. Estas situaciones respondían, por un lado, a la dinámica misma de la clase política, en un proceso de transición marcado por la implosión de los partidos y la parapolítica, y, por el otro lado, a los excesos que cometió Uribe para reelegirse en 2006 e intentar una nueva reelección en 2010, lo que podía desembocar en un régimen populista, por las alteraciones institucionales que implicaba su aspiración a permanecer en el poder.


    Era evidente en la elección de 2002 que el sistema bipartidista había hecho implosión (Gutiérrez, 2006). Muchos partidos de ocasión comenzaron a surgir para proyectar a líderes políticos al Congreso y a otros cargos de elección popular por fuera de la disciplina de los partidos Liberal y Conservador. Los nuevos partidos no eran lo que imaginaron los constituyentes de 1991. En vez de partidos alternativos, que supusieran un contrapeso ideológico y una renovación de las maquinarias y el clientelismo de los partidos tradicionales, aparecieron en su mayor parte iniciativas autónomas de la propia clase política que reunían un paquete exiguo de votos para competir en elecciones locales y el Congreso. Eventualmente, estos partidos ad hoc sumaban sus votos a coaliciones más grandes para respaldar aspiraciones electorales de mayor caudal de votación. La doble militancia se convirtió en una práctica extendida entre la clase política. De hecho, las alianzas políticas de Uribe para llegar a la presidencia y garantizar su gobernabilidad estuvieron dadas por la suma de políticos provenientes de los más diversos partidos y movimientos, empezando por el propio partido de fachada que utilizó Uribe en la elección presidencial, Primero Colombia.


    Su triunfo demostró que para llegar a la presidencia no se necesitaba haber realizado una carrera dentro de la disciplina de un partido tradicional. Tampoco se necesitaba crear un nuevo partido con un proyecto político de larga duración. Se requerían más bien, organizaciones especializadas en toda la logística de medios, de relaciones públicas y de mediación de intereses con las élites económicas y sociales. La política menuda, aquella que comprometía a los profesionales de la política de base, se resolvía mediante pura mecánica clientelista. A cambio de un cargo o una tajada del presupuesto, partidos y facciones de partido votaban los proyectos de ley, respaldaban las iniciativas de política pública y protegían los intereses del gobierno. La suma de las distintas colectividades políticas, desde los partidos tradicionales hasta partidos de garaje que se adhirieron al gobierno de Uribe, le permitieron construir una aplastante mayoría en el Congreso.


    La nueva estructura partidista que surgió de la implosión del sistema bipartidista respondía a las necesidades de representación de una sociedad profundamente dividida. Para un amplio sector, los distintos partidos que surgían eran el referente de sus preferencias generales sobre cómo debían funcionar el gobierno y la sociedad. Estas preferencias podían ser de izquierda o de derecha, con sus respectivos matices intermedios, que rebasaban los viejos esquemas ideológicos de los partidos tradicionales. Para otro amplio sector de la población el asunto de las preferencias era inocuo. Lo importante era las transacciones concretas que garantizaban un trabajo, servicios sociales básicos, subsidios, su subsistencia, su seguridad y demás aspectos esenciales de su vida material. La ideología sobraba cuando estos no estaban garantizados, sino que resultaban de la intermediación de un profesional de la política con el Estado. En el fondo no era algo nuevo, solo que antes los cuadros políticos de base no podían saltar tan alegremente de un lado a otro. Estaban amarrados a la disciplina liberal y conservadora.


    En 2004 la coalición uribista disponía de sesenta y ocho senadores y de ciento dieciséis representantes (Duque, 2011). El partido Conservador, Cambio Radical y la disidencia del partido Liberal concentraban cuarenta y seis curules que apoyaban a Uribe, mientras que quince partidos se repartían el resto de las veintidós curules. En la Cámara de Representantes, un partido conformado por alianzas de políticos regionales, Apertura Liberal, tenía cuarenta y tres curules sin tener un solo senador; era el partido de la coalición uribista con más representantes. En total, diecinueve partidos eran parte del uribismo. La oposición también estaba dispersa, estaba conformada por nueve partidos y los liberales tenían la mayoría de representantes. La fotografía de la composición del Congreso era un fiel retrato de cómo el sistema bipartidista había implosionado.


    La proliferación de partidos sin ningún control, con el correspondiente ruido que causaba en la opinión pública por tantos políticos apelando a la doble militancia, generó una reacción. En la reforma constitucional de 2003 se adoptaron las listas únicas y el umbral electoral (2 % de la votación válida) para que los movimientos políticos se agruparan en torno a un partido y se acabaran las dobles militancias.11 No obstante, la implosión partidista continuó. Muchos partidos pensados como maquinarias clientelistas, financiadas por la corrupción y el narcotráfico, que agregaban los votos de muchas regiones del país, sobrevivieron al umbral. Eran fuerzas que había que tener en cuenta para garantizar la gobernabilidad. De todos modos, algunos resultados se obtuvieron. La coalición uribista amplió su número de senadores a setenta y dos, pero ahora provenían de solo ocho partidos (en la Cámara provenían de trece partidos), mientras que de la oposición eran solo cuatro.


    Para poner un poco de orden partidista ante tanta dispersión de sus apoyos políticos, Uribe creó en 2005 el Partido de la U, el cual recogía dirigentes políticos de diversos partidos, principalmente el partido Liberal. La U sirvió de plataforma partidista para la reelección de Uribe en 2006 y para constituir el partido con mayor representación en el Congreso. Con semejante éxito podría pensarse que iba a ser indefinidamente el partido de Uribe, pues llevaba la inicial de su apellido. Sin embargo, tan pronto como 2010, la U mostró la verdadera faceta de su naturaleza como partido: cuando Juan Manuel Santos llegó a la presidencia de la mano de Uribe y se distanció de él, el Partido de la U se fue con Santos. No por motivos ideológicos, sino por el acceso a los recursos que manejaba el nuevo presidente. En el fondo, el Partido de la U se trataba de una aglomeración de políticos profesionales que trabajaban con el gobierno de turno para asegurarle la viabilidad de los proyectos presentados en el Congreso a cambio de participación en la rama ejecutiva. Igual comportamiento tendrían otros partidos, lo que llevaría al desprestigio de la clase política por su incapacidad de plantear una oposición consistente a los gobiernos de turno.


    La dispersión de los partidos estuvo acompañada de otro fenómeno que provocó una mayor resistencia e indignación de la opinión pública. A finales de los noventa e inicios de la década del dos mil, el avance de los grupos paramilitares de las AUC a lo largo del país era implacable. Fue el grupo armado que mayor expansión territorial y crecimiento en tropas experimentó durante ese período. Que las fuerzas armadas no vieran en las AUC un enemigo como las guerrillas, dado que el objetivo de los paramilitares no era reemplazar el Estado central, facilitó su expansión y crecimiento. De hecho, los reportes de actuaciones conjuntas entre la fuerza pública y los paramilitares fueron incontables. El avance paramilitar fue en extremo sangriento y cruel, pero la protección frente al secuestro que en ese entonces las Farc y el ELN aplicaban de manera masiva, y la reactivación de la vida económica en muchas regiones, les otorgó cierta legitimidad entre muchas comunidades y sectores de la población.


    La clase política no podía substraerse a la realidad de la creciente influencia de los paramilitares en las regiones (Duncan, 2006). Constituían un poder real que reclamaba espacios de participación política. La respuesta de la clase política fue variada. Algunos políticos con suficiente poder económico, electoral e influencia en el Estado central pudieron guardar las distancias con los paramilitares. Otros muchos aprovecharon la situación para recibir recursos y respaldo en las elecciones, bien fueran votos de las clientelas de los paramilitares, o votos impuestos por la fuerza. Hubo también casos de políticos que no tuvieron opción distinta a negociar con los paramilitares, y debieron ceder cargos y participación en la contratación de los municipios. Tampoco se puede dejar de mencionar a los políticos regionales sin mayor poder que plantearon resistencia y fueron asesinados o debieron irse exiliados de sus municipios. Pero, más allá de la variedad de reacciones, era innegable que cuando Uribe subió a la presidencia existía una intensa interacción entre la clase política y el paramilitarismo.


    Tanta interacción entre paramilitares y políticos en un momento dado fue difícil de ocultar. En 2004, finalmente, el escándalo estalló. Enilce López, conocida como la Gata, se robó las carátulas y titulares de los principales medios por su fortuna y por su poder político. Su caso no dejaba de ser especial porque no se trataba de alguien en campaña o en algún cargo de elección popular. Era una empresaria que a través de la violencia y la asociación con grupos paramilitares había construido un fortín político propio en Bolívar. Pero, inmediatamente, fue denunciada una impresionante cantidad de políticos de todos los partidos. En total, cerca de cien congresistas fueron investigados por la justicia; eso, sin mencionar otros tantos alcaldes, gobernadores y funcionarios regionales. El escándalo se conoció como la parapolítica.


    El asunto era que la mayoría de los parapolíticos hacían parte de partidos y movimientos aglutinados en la coalición política de gobierno. Uribe tuvo que recurrir a su capital político y a sus habilidades como comunicador para evitar que los escándalos recurrentes de la parapolítica minaran la popularidad de su gobierno y, al mismo tiempo, tuvo que sortear la caída de muchos de sus soportes políticos para poder mantener las mayorías en el Congreso. En una ocasión alcanzó a decir  “voten antes de irse presos”. Al final, Uribe pudo capotear el escándalo de la parapolítica y llegar al final de su gobierno con una imagen positiva inédita en la historia reciente de los presidentes colombianos. Sin embargo, a largo plazo el escándalo le haría mucho daño. La vinculación de la coalición de gobierno con el paramilitarismo se convertiría en un motivo reiterativo de cuestionamiento por sus contradictores políticos.


    Es importante señalar dos aspectos de la parapolítica para dar cuenta del verdadero alcance que tuvo el fenómeno. El primero es que no era una apuesta de refundación del Estado central, como se argumentó en su momento por varios analistas.12 El objetivo de los paramilitares era el control territorial en el plano subnacional con las instituciones existentes del Estado central. Su influencia nacional dependía de los acuerdos con la clase política regional, la que tenía su propia agenda de intereses, distinta a la de los paramilitares, así hicieran incontables alianzas. Los políticos realmente orgánicos de las AUC, como Rocío Arias y Eleonora Pineda, fueron pocos. El segundo es que se trató de un fenómeno caótico en que difícilmente se puede hablar de una acción coordinada entre clase política y paramilitares para alcanzar objetivos políticos más allá de lo coyuntural. Con dificultad podía salir un plan concreto y coordinado de entre un sinnúmero de grupos paramilitares y movimientos políticos que no respetaban ningún tipo de disciplina partidista. La naturaleza de los arreglos estaba dirigida a resolver intereses muy concretos y coyunturales acerca de elecciones, cargos públicos, contratos y obras necesarias en las regiones donde tenían influencia. La protección contra las guerrillas y el respaldo electoral podían ser bienvenidos por la clase política, pero también existía mucha incomodidad. En determinados momentos el poder de los paramilitares los rebasaba, se veían afectados en la repartición de recursos, en su autonomía y en el acceso a cargos públicos. En gran parte, la negociación con las AUC fue una salida que encontró la clase política para frenar el crecimiento inusitado del poder de los paramilitares ahora que la guerrilla no era la amenaza que fue unos pocos años atrás. La prueba de que los paramilitares no estaban dentro de los planes de la clase política es que, a fin de cuentas, catorce de sus principales líderes acabaron extraditados a Estados Unidos y los que quedaron en Colombia pagaron más de ocho años de cárcel y perdieron sus derechos políticos.
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